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Introducción 



Se procede a analizar en la presente obra aquellos aspectos de Derecho procesal civil que surgen, por un lado, en las demandas que suelen presentar en los Juzgados y Tribunales los abogados en relación con los supuestos previstos en el art. 7.2 LPH relativas a las actividades molestas, prohibidas, nocivas, insalubres, nocivas e ilícitas, así como los corolarios aspectos sustantivos que también es preciso destacar para conseguir elaborar un estudio a fondo de lo que rodea a estas demandas cuando una comunidad de propietarios debe afrontar la necesidad de llevar a los Tribunales al propietario o inquilino de un piso o local de una comunidad. Pero esta obra es también un instrumento útil, no solamente para los abogados, sino para los administradores de fincas, por afectarles muy directamente la metodología del desarrollo de su actividad en lo que constituye el objeto de las acciones de cesación.

Y lo cierto y verdad es que, también, los efectos de los problemas que sufre nuestra sociedad están influyendo en la proliferación de demandas que se interponen bajo la cobertura del art. 7.2 LPH. Por un lado, hay vecinos que no respetan las normas de la convivencia que se erigen como normales en una sociedad; otros no lo hacen con las prohibiciones que existen acerca de dedicar su inmueble a determinada actividad, y otros con las normas de salubridad o, incluso, ilegales. Lo cierto es que la especial situación de intolerancia que se percibe en la sociedad tiene un claro reflejo en las comunidades de propietarios en la conducta incívica que suponen las actitudes y reacciones de muchos vecinos que no saben vivir bajo las reglas de convivencia que deben presidir las relaciones entre vecinos. Y conste que un dato de importancia es que quienes, precisamente, están incumpliendo la normativa que exige que se mantengan las normas de respeto en una comunidad no se caracterizan por pertenecer a un determinado estrato social, sino que personas de distinta condición social y profesional están infringiéndola, lo que hace más preocupante la forma de poder combatir el incremento de las acciones que en materia de infracciones por normas de convivencia se están produciendo en nuestra sociedad.

La situación que vivimos llega a ser tan preocupante como lo es el hecho de que, además de la reiteración de los ataques a las normas que existen en el art. 7.2 LPH, lo que se está vulnerando, en definitiva, son las normas más comunes entre los seres humanos sobre respeto y convivencia, y que son muchas las comunidades de propietarios que han tenido que fijar normas de convivencia en la normativa de régimen interno, lo que llega a ser llamativo, cuando en realidad no debería hacer falta ejecutarlo.

Pues bien, a lo largo de las presentes líneas vamos a esbozar la casuística más común que existe, tanto en materia de interpretación de lo dispuesto en el art. 7.2 LPH y forma de resolver jurídicamente los problemas que surgen a diario, por un lado, como, por otro lado, la forma de afrontar el incumplimiento de la normativa de régimen interno de una comunidad.

Así, vamos a realizar un estudio tanto de los aspectos procesales que surgen cuando la comunidad decide afrontar la decisión de llevar a los Tribunales de justicia a un comunero por una de las infracciones contempladas en el art. 7.2 LPH, como las características que reúnen cada uno de los supuestos que se contemplan en este precepto, dado que sobre la base de los aspectos sustantivos con los que la jurisprudencia ha ido enmarcando cada uno de los supuestos contemplados en este precepto podremos ir dando solución a las cuestiones procesales que van surgiendo en estos supuestos.

Además, la línea jurisprudencial sobre el art. 7.2 LPH ha ido evolucionando en cada supuesto adaptándose a los cambios sociales, permitiendo ahora situaciones no consentidas por los Tribunales en otros tiempos y moderando cada uno de los supuestos del mencionado precepto, a fin, también, de no convertir tampoco las comunidades de propietarios en un lugar cerrado por normas prohibitivas donde no se puede casi ni vivir o convivir. Por ello, trata la cuestión objeto de la presente obra de la necesidad de que los Tribunales moderen cada uno de los casos, en torno a ir precisando lo que son actividades molestas, o el alcance de las prohibiciones contenidas en los estatutos de una comunidad y si pueden establecerse criterios interpretativos que impidan poder disponer a una persona de su derecho de propiedad sobre su propio inmueble.

Las comunidades de propietarios no pueden convertirse, por un lado, en unos centros carcelarios en donde no se puede hacer nada, en donde el marco de las prohibiciones y las reglas de actuación impidan a los comuneros hacer vida normal, pero tampoco puede imponerse la anarquía en nuestra convivencia que haga que unos pocos puedan imponer su ley en estas comunidades haciendo abstracción de que existen unas mínimas reglas que deben observarse, y que aquellos que no las quieran observar deberían ser conscientes de que nadie les impide llevar a cabo sus conductas, pero siempre que vivan de forma aislada y no en régimen de comunidad, donde existen elementos comunes que respetar y donde lo que uno haga debe ser siempre que no entorpezca la vida de los demás.






La necesidad de contar en una comunidad de propietarios con un administrador de fincas colegiado como mecanismo que sirva de cauce para el posterior ejercicio de acciones judiciales 



En este punto, y antes de enfocar la casuística de Derecho procesal y sustantivo del art. 7.2 LPH, es preciso puntualizar la exigente conexión que debe existir entre el administrador de fincas colegiado y el letrado de la comunidad para evitar que los errores en la contratación por la comunidad de quien no reúne los requisitos profesionales para desempeñar este importante cargo en una comunidad dificulte la actividad del letrado al momento de plantear la demanda.

Bajo este contexto, los servicios jurídicos de las comunidades pueden y deben actuar bajo el marco que con carácter previo haya fijado el administrador de fincas colegiado que tenga cada comunidad, ya que es un concepto muy importante que para definir claramente, en primer lugar, todo lo que puede configurarse procesalmente como requisitos de procedibilidad, o los trámites previos que deben desarrollarse en la comunidad, se lleve a cabo la gestión de la comunidad por un profesional de la administración de fincas como lo son los administradores de fincas colegiados. Y es que, como veremos en la presente obra, cuando el letrado de la comunidad de propietarios debe proceder a recoger la documentación para presentar la demanda, es el administrador de fincas el que debe preparársela para que la acción pueda articularse en perfectas condiciones, ya que en el caso de que quien administra la comunidad no haya actuado con carácter previo de forma correcta y diligente puede que la prueba que se deba proponer en el juicio sea tan endeble que al final sea preferible no ejercitar la acción.

Sobre este punto es preciso llevar a cabo una reflexión de interés, ya que la conexión administrador de fincas-letrado que presentará la demanda es clave en el devenir del resultado final del litigio que se presente ante el Juzgado de Primera Instancia. Nótese que si se le da al letrado toda la información previa pero éste detectara errores en cuestiones que no dependen de él, deberá aconsejar a la comunidad que no pueden plantear la demanda por errores en el cumplimiento de los requisitos de procedibilidad que no se han desarrollado correctamente, y que se tienen que ejercitar en debida forma. Y en este punto es donde opera con gran importancia la actuación de un profesional, como el administrador de fincas colegiado, que las comunidades deben contratar bajo el paraguas de su propia colegiación, ya que aunque la conocida como Ley Ómnibus articula un sistema, desde mi punto de vista erróneo, de liberalización de actividades profesionales, es preciso que la gestión de estas comunidades se lleve a cabo por un profesional colegiado y cualificado que evite que el ejercicio de estas acciones del art. 7.2 LPH sea inviable, o que se llegue a la desestimación de la demanda por los defectos observados con carácter previo.

Por ello, antes de elaborar el listado de cuestiones procesales y sustantivas para el planteamiento de demandas basadas en el art. 7.2 LPH es preciso realizar una serie de puntualizaciones acerca de la obligación de que las comunidades cuenten con estos profesionales cualificados y que sean la verdadera conexión con el letrado que más tarde presentará la demanda por estos conceptos.

Así, sobre la importancia de estos profesionales podemos destacar el artículo-editorial publicado en la Revista del Consejo General de Colegios territoriales de administradores de fincas núm. 135 en el que el Presidente, Miguel Ángel MUÑOZ, con motivo de la jornada celebrada en Madrid de fecha 4 de noviembre de 2005, sobre reforma de la LAU, señalaba que:

«La profesión del administrador de fincas se enfrenta a un futuro exigente y difícil en el que se convertirá en agente económico indispensable de la política de vivienda del nuevo milenio. Ha de tratarse con copropietarios e inquilinos cuyos intereses no siempre coinciden. El propietario desea recibir un servicio que mantenga su inmueble en perfecto estado y le proporcione máxima rentabilidad; el inquilino, por su parte, quiere disfrutar con tranquilidad de la vivienda que ha alquilado a precio de mercado. Llegar a un compromiso en las relaciones humanas exige establecer normas adecuadas que han de aplicarse con firmeza pero también con diplomacia.»


Debemos destacar de esta profesión lo que nos llame la atención a la hora de que los letrados que luego van a ejercitar las demandas no se quejen luego de que quien estaba gestionando la comunidad no ha llevado a cabo las actuaciones indispensables para que el trabajo que tenga que hacer el abogado luego no queden en saco roto por el hecho de que quien «hacía las veces» del cargo de administrador no estaba colegiado en un colegio de administradores de fincas y había sido contratado por la comunidad por los reducidos honorarios que solicitaba quien gestionaba la comunidad.

Veamos, ahora, qué aspectos podemos destacar de este profesional que debe formar un buen tándem con el abogado de la comunidad para el correcto ejercicio de las acciones civiles que se ejerciten por la vía del art. 7.2 LPH y en qué medida es capital que las comunidades cuenten con quien les va a asegurar una gestión profesional de sus intereses comunes.

• Las dificultades del administrador de fincas a la hora de enfrentarse a intereses opuestos de los comuneros.

Ni que decir tiene de lo difícil que es la función del administrador de fincas en este contexto tan complicado en donde los intereses de muchas personas se enfrentan. Qué difícil resulta atender una junta de propietario en donde se van a discutir cuestiones en las que los intereses y opiniones de los comuneros están enfrentados.

• La actuación del administrador de fincas en una comunidad acaba convirtiéndolo en un auténtico psicólogo de las relaciones humanas.

Una de las facetas que caracterizan al administrador de fincas es la de ser un auténtico psicólogo de las conductas humanas. ¿Qué implicación mayor en la sociedad puede exigirse a un colectivo que reúne de forma periódica un grupo de personas de distinta forma de pensar, e intereses enfrentados en numerosas ocasiones? ¿Qué mayor implicación social puede predicarse de un colectivo que tiene que convencer a los comuneros de cuestiones técnico-jurídicas que en muchas ocasiones no son aceptadas por quienes comparecen a una junta de propietarios?

Resulta curioso, pero el componente psicológico que deben asumir estos profesionales para salir mínimamente airosos de una junta de propietarios es elevado. No es fácil convencer a otros de que no tienen razón en una exposición sobre un tema que afecta a una comunidad de propietarios en una reunión pública cuando tienen que aconsejar al Presidente de una comunidad o a la Junta rectora respecto de algún tema sometido a debate.

Prueba de la difícil función que realiza el administrador de fincas es que en el núm. 102 (1)  de la revista del colegio de administradores de fincas de Madrid se apuntaba que: «Nos ocupamos de atender la conservación de los edificios, en velar por el buen régimen de las cosas, en preparar el plan de gastos previsibles, en ejecutar los acuerdos, en convocar juntas, en redactar actas y en un sinfín de cometidos más con tal entrega y dedicación que a veces nos olvidamos de nosotros mismos...».

En efecto, ésta es una de tantas profesiones de dedicación a los demás, de entrega social, en las que nunca se reconocen los esfuerzos que se hacen por los demás.

Además, en materia de formación los respectivos colegios territoriales no enfocan los cursos solo desde el punto de vista jurídico, o económico, sino que el análisis de la mejora en el trato y los efectos psicológicos que es preciso tener en cuenta en la celebración de una junta de propietarios o en las relaciones, en muchas ocasiones difíciles, con los propietarios ha hecho que se incluyan cursos en los que analizar las tensiones en su relación con los comuneros que pueden existir a la hora de ejercer la profesión. Así, podemos recordar, entre otros muchos, el curso realizado en Valencia (2)  sobre mediación en el año 2004 en el que se analizaron, entre otras, las siguientes cuestiones:


	
- las situaciones de conflicto, 

	
- los impactos psicológicos, 

	
- la preparación y desarrollo de reuniones de comunidad, 

	
- técnicas de control, 

	
- comunicación, 

	
- recursos y habilidades a desarrollar en el ejercicio de la profesión. 



Puede afirmarse que este esfuerzo por mejorar las condiciones profesionales en el trato con los comuneros supone una prueba de implicación social de este colectivo, ya que existen situaciones complicadas en las que el administrador de fincas se encuentra con un colectivo más o menos numeroso en las que debe controlar la situación y ofrecer una imagen de seguridad en lo que está haciendo y las decisiones que es preciso tomar.

En la celebración de una junta de propietarios pueden pasarse por horas de tensión; con juntas que empiezan a las 20:00 horas y que no se sabe cuándo acabarán; con propietarios que piensan que el administrador de fincas es su empleado personal; con comuneros que se creen en el uso de la verdad aunque desconozcan la normativa de la propiedad horizontal bajo el argumento poco jurídico de que «un amigo de otra comunidad le ha dicho que eso debe ser así», o que le discute un «quórum» para la adopción de un determinado acuerdo.

Otro problema que podría tener el profesional es que no hubiera seguido con la continuidad que se le exige los cursos de formación de su colegio profesional y que el comunero que le discute sea un letrado con preparación en PH que le pueda dejar en evidencia ante el resto de comuneros. Ante esto último hay que estar preparados, pero no hace falta que esté una persona con preparación en la junta, sino que un error del profesional puede luego llevar a que una impugnación de los acuerdos adoptados pueda ser estimado por el juez civil con los perjuicios que ello siempre conlleva para la comunidad de propietarios.

• Hay actividades que tienen más proyección y exigencia social que otras, y una de éstas es la del administrador de fincas. Hay profesiones que aunque lleven a cabo la prestación de un servicio, éste siempre lo es de ámbito privado, inter partes, y sin la relevancia social de la función del administrador de fincas.

Hay profesiones, actividades que tienen más componentes de privacidad, o de actuación de despacho personal. Sus actividades no tienen proyección externa y solo quedan en el ámbito de un despacho, aunque se refieran, incluso, a la prestación de un servicio concreto. En efecto, hay profesiones que aunque lleven a cabo la prestación de un servicio, éste siempre lo es de ámbito privado, inter partes, y sin la relevancia social de la función del administrador de fincas. La actividad de contratación que puede existir entre dos partes en el ámbito privado profesional no puede equipararse a la auténtica función social que cumple el administrador de fincas, ya que esa contratación a la que hacíamos mención en estas líneas para enmarcar la relación jurídica que une a la administración de fincas con la comunidad viene relacionada con múltiples factores de relación social del administrador de fincas, no solo con los comuneros, sino en todos aquellos aspectos que requieren que la presencia del administrador exceda la de un simple prestador de un servicio por el mero hecho de que haya sido elegido en una junta de propietarios.

• La actividad y función social del administrador con la comunidad es de las consideradas como de «tracto sucesivo».

La función social que desempeña en la comunidad el administrador de fincas tiene una relevancia que no tienen otras profesiones que se circunscriben a la prestación de un servicio concreto por un problema puntual. Sin embargo, la actividad del administrador de fincas es permanente y continua; es decir, utilizando una terminología del ámbito de los derechos reales y, en concreto, del registral, «de tracto sucesivo».

La relación del administrador de fincas con los comuneros es permanente y continua. Pero no solo con ellos, sino con los prestadores externos de servicios y de suministros para que los propietarios e inquilinos que residen en la comunidad no tengan que preocuparse por las condiciones en las que debe conservarse su inmueble y los elementos comunes que forman parte de la comunidad y del propio uso del comunero.

• Esta apuesta por la formación conlleva mayor profesionalidad, mejor prestación del servicio y honorarios profesionales adecuados al servicio que se presta.

Siempre hemos pensado que más que la apuesta por combatir el intrusismo es la mejora en la calidad del servicio lo que va a distinguir al administrador de fincas colegiado de aquella persona sin cualificación o preparación profesional que sin ninguna titulación o incorporación colegial desarrolla funciones de administración de fincas. Estas personas ofrecen sus servicios a cambio de honorarios bajos e inferiores a los que deben corresponder en cada caso atendiendo a las múltiples circunstancias que permiten establecer el baremo de honorarios. Pero siempre se ha dicho que al final lo barato sale caro, y esto es lo que ocurre con las comunidades que encargan la administración de fincas a una persona no colegiada y sin formación, habida cuenta que, cuando desee prescindir de sus servicios, a buen seguro el daño ya se habrá producido y ahora es cuando se opta por acudir a un profesional colegiado para que resuelva los problemas heredados de la errónea decisión previa de la junta. Una junta de propietarios que, llevada por una oferta baja de honorarios por una persona sin cualificación, prefirió encargárselos a éste en lugar de a una persona con la suficiente cualificación que le garantice calidad en el servicio.

Pero la solución no pasa por una bajada de honorarios en ningún modo, ya que la calidad de los servicios que prestan los administradores de fincas colegiados tiene la debida tasación equilibrada y correspondiente en cuanto a los honorarios y a la actividad que ejercen.

Ya señalaba MUÑOZ, Miguel Ángel (3) , que hay que seguir trabajando en la libre competencia, pero no bajando los honorarios de forma temeraria, porque eso significa reducir considerablemente la eficacia de la gestión.

En esta entrevista al actual Presidente del Consejo General destacaba este aspecto de la función social del administrador de fincas señalando varias cuestiones que justifican esa función social, a saber:


	
- Hoy no se entiende que la complejidad del sector inmobiliario y la convivencia no cuente con personas capacitadas para la interpretación de las normas y la resolución de conflictos. 

	
- En este apartado ya hemos puesto en las presentes líneas el recurso a la institución del arbitraje en PH y LAU, materias en las que puede intervenir el administrador de fincas. 

	
- Transmitir que el administrador de fincas es imprescindible a la sociedad en general y a los ciudadanos en particular. 

	
- Eficacia, seriedad y profesionalidad son la mejor carta de presentación de los administradores de fincas. 

	
- Una carta profesional basada en los honorarios a la baja, donde se establecen no por la importancia de la labor desarrollada sino por la competitividad del mercado, es un grave error para nuestra imagen profesional. 

	
- Trasladar a los poderes públicos el carácter necesario de la profesión del administrador de fincas. «Hoy somos necesarios, mañana seremos imprescindibles», fue el lema del Congreso de San Sebastián de 2004. 



• Presta una auténtica función social.

El administrador de fincas cumple una función social. Función que viene derivada de una serie de actividades múltiples de auténtico servicio público que exceden de las particulares que concurren en un mero contrato de arrendamiento de servicios.

La relación entre el administrador de fincas y su comunidad de propietarios excede de la existente entre las partes de un contrato. Se trata aquí de un contrato en el que predomina el principio de confianza. El hecho de que la comunidad y sus comuneros encomienden la gestión y administración de los elementos comunes a un profesional lleva a éste a una exigencia de compromiso adquirido con aquéllos. Pero un compromiso que excede de la mera relación contractual.

¿Cómo se plasma la actuación del administrador de fincas con su comunidad y en qué actividades concretas?

Así, como se recoge en la propia página web del Colegio de Administradores de Fincas de Madrid:

La importancia socioeconómica que desarrolla el Administrador de Fincas Colegiado es palpable por los ciudadanos de forma evidente, ya que del desarrollo de sus funciones como Gestor, Gerente, Asesor, Mediador, Secretario, Economista y Representante Inmobiliario, la convivencia entre los vecinos e inquilinos ganan de forma directa, práctica y cotidiana, una mejor calidad de vida.

GESTOR: De Patrimonios Inmobiliarios Urbanos o Rústicos, rentabilizándolos en beneficio de la propiedad, con criterios profesionales, justos, y acordes a la Ley. Manteniéndolos para su correcta conservación y adecuación a las normas de seguridad, higiene y funcionamiento, en interés de sus moradores.

Debemos recordar que entre las obligaciones del art. 20 LPH hay que incluir la de la vigilancia de las obligaciones de conservación del inmueble dando cuenta inmediata al presidente de la comunidad de la necesidad de efectuar obras de reparación. En numerosas ocasiones se ha hecho mención a las posibles responsabilidades en que puede incurrir un administrador de fincas que incumple esta obligación. Pero no solo desde el punto de vista civil, que puede llevar al cese de su cargo, sino de daños y perjuicios causados con su omisión (4) , o, incluso, penales, si se produce una lesión a terceros por el incumplimiento de la realización de las obras de conservación.

La adecuada formación del profesional se acredita con estas exigencias que no pueden, ni deben, ser llevadas a cabo por cualquier persona que no reúna la debida cualificación profesional. Y lo que es más importante, entendemos que los Poderes públicos deberían estar vigilantes o adoptar las medidas reguladoras de esta actividad que eviten que estas personas estén en disposición de causar daños en comunidades de propietarios cuando existe una desregulación de muchas actividades, entre ellas la que ahora tratamos en este punto de la presente monografía.

GERENTE: Seguimiento y control de proveedores, averías, seguros, bancos, Ayuntamiento, Comunidad Autónoma, Seguridad Social, Hacienda, pactando las mejores condiciones de servicio y económicas para la propiedad. Dirección del personal, preocupándose del correcto funcionamiento en la relación laboral entre patrono y trabajadores.

En este ámbito se desarrolla una importante función de relaciones con terceros que deben ser ejecutadas por un profesional que al final le supone más barato a la comunidad que dejar en manos de personas no formadas actividades que exigen de una cualificación adecuada.

ASESOR: Asesoramiento en temas:


	
-Inmobiliarios: alquileres, traspasos, compra-venta de inmuebles, Notario, Registrador de la Propiedad, IBI, viviendas de Protección Oficial, rehabilitación de inmuebles, etc. 

	
-Jurídicos: acuerdos de junta, cobro de morosos, sentencias y jurisprudencia en general que afecta a la propiedad inmobiliaria. 

	
-Fiscales: obligaciones con la Hacienda pública en todos los aspectos relacionados con la propiedad, IVA, IRPF, declaraciones, alta en el censo, liquidaciones, etc. 

	
-Laborales: riesgos laborales, contratos, Seguridad Social, medidas de fomento del empleo, INEM, Estatuto de los Trabajadores, accidentes de trabajo, incapacidad transitoria por enfermedad, etc. 

	
-Técnicos: en aquellos aspectos tanto arquitectónicos como industriales que afectan al buen funcionamiento de los servicios y mantenimiento de la propiedad, asesorando sobre la mejor contratación de las empresas o técnicos que en la relación calidad-precio sean las más ventajosas. 

	
-Económicos: criterios de presupuestos, repercusión de gastos, liquidaciones, saldos individualizados, según división horizontal, estatutos o acuerdos de junta, repercusión de obras, actualizaciones de renta, liquidaciones, etc., en los casos de arrendamientos. 



MEDIADOR: Entre la comunidad y el propietario, entre los mismos propietarios, entre la comunidad y las Administraciones Públicas, entre el arrendador y el inquilino, entre patrón y trabajadores, intentando unificar criterios para evitar litigios.

Esta función de mediación puede luego verse potenciada por medio del arbitraje, como ya hemos expuesto anteriormente, si el conflicto existe, a fin de que por la vía del colegio se pueda institucionalizar este medio de resolución de conflictos entre comuneros y comunidades de propietarios.

SECRETARIO: Custodiando la documentación del arrendador o Comunidad, dando fe de los acuerdos, posibilitando su aplicación con criterios profesionales de forma ágil y eficaz. Expidiendo certificados de deuda o corriente de pago para una correcta reclamación judicial o transacción inmobiliaria.

Cuando la comunidad de propietarios ha encargado la función de la administración a persona que no sea profesional colegiado en un colegio de administración de fincas, en atención a lo reducido de sus honorarios y la propuesta efectuada por éste, puede ocurrir que ante el cese y nombramiento por la junta de propietarios de un profesional colegiado aquél plantee problemas en orden a la devolución de documentos que dificultará la actividad del profesional colegiado.

CONTABLE: Con criterios contables e información clara y precisa, realiza las liquidaciones para su aprobación, actualiza las rentas, repercute las obras, se ocupa de los cobros de los recibos a inquilinos o propietarios, repercutiendo los consumos individuales susceptibles de individualización, de morosos, deudores; de los pagos a proveedores, nóminas, acreedores, etc.

Los conocimientos del profesional administrador de fincas deben ser tan amplios que es una actividad que reúne diversos campos, no solo del Derecho, sino de las carreras de Económicas o de Administración de empresas, en la medida que está manejando presupuestos, que pueden ser más importantes o menos, pero siempre se requieren estos conocimientos; también, laborales por razón de sus empleados, de tributación, etc.

No cabe duda que analizar la amplia amalgama de exigencias pone muy en duda que personas sin preparación o con preparación limitada a estudios o cursos mínimos puedan afrontar con las debidas garantías esta función social.

REPRESENTANTE INMOBILIARIO: Valoraciones y peritaciones inmobiliarias, también judiciales, traspasos de locales, alquileres, contratos de arrendamiento, viviendas de protección oficial, etc.

En consecuencia, señalada la importancia que tienen los administradores de fincas a la hora de que las acciones civiles a ejercitar por la vía del art. 7.2 LPH se desarrollen con normalidad, vamos a proceder a fijar las características de esta acción civil.
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	Ver Revista Urbis del Consejo Valenciano de administradores de fincas de Valencia, núm. 40, 4.º trimestre de 2004.
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	Ver artículo de MAGRO SERVET, Vicente, en Revista del CAF Madrid, núm. 135, 2005, pág. 18.


	 Ver Texto 








Aspectos sustantivos del ejercicio de la acción del art. 7.2 LPH 



Vamos a analizar los aspectos sustantivos previos para el planteamiento de la acción del art. 7.2 LPH, ya que no podemos abordar el estudio de esta casuística en el plano procesal sin analizar antes los presupuestos acerca del tema de fondo sobre el que estamos tratando. Y para ello es preciso definir con claridad los conceptos sobre los que nos estamos moviendo, a fin de poder actuar sobre los casos concretos que hacen precisa la actuación de la comunidad y resolver desde otros planos conductas que no entran en el plano de las actividades sancionadas en el marco del art. 7.2 LPH. Por ello, debemos precisar el precepto sobre el que gira el presente estudio, a saber:


2. Al propietario y al ocupante del piso o local no les está permitido desarrollar en él o en el resto del inmueble actividades prohibidas en los estatutos, que resulten dañosas para la finca o que contravengan las disposiciones generales sobre actividades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas.

El presidente de la comunidad, a iniciativa propia o de cualquiera de los propietarios u ocupantes, requerirá a quien realice las actividades prohibidas por este apartado la inmediata cesación de las mismas, bajo apercibimiento de iniciar las acciones judiciales procedentes.

Si el infractor persistiere en su conducta el Presidente, previa autorización de la junta de propietarios, debidamente convocada al efecto, podrá entablar contra él acción de cesación que, en lo no previsto expresamente por este artículo, se sustanciará a través del juicio ordinario.

Presentada la demanda, acompañada de la acreditación del requerimiento fehaciente al infractor y de la certificación del acuerdo adoptado por la junta de propietarios, el juez podrá acordar con carácter cautelar la cesación inmediata de la actividad prohibida, bajo apercibimiento de incurrir en delito de desobediencia. Podrá adoptar asimismo cuantas medidas cautelares fueran precisas para asegurar la efectividad de la orden de cesación. La demanda habrá de dirigirse contra el propietario y, en su caso, contra el ocupante de la vivienda o local.

Si la sentencia fuese estimatoria podrá disponer, además de la cesación definitiva de la actividad prohibida y la indemnización de daños y perjuicios que proceda, la privación del derecho al uso de la vivienda o local por tiempo no superior a tres años, en función de la gravedad de la infracción y de los perjuicios ocasionados a la comunidad. Si el infractor no fuese el propietario, la sentencia podrá declarar extinguidos definitivamente todos sus derechos relativos a la vivienda o local, así como su inmediato lanzamiento.



a)  Objeto del ámbito de protección de la LPH

El art. 7.2 LPH incluye en la legislación sobre Propiedad Horizontal el marco de derecho sustantivo y también procesal en el que articular el mecanismo sobre el que tiene que girar la actuación de una comunidad para erradicar estas conductas atentatorias para las normas de convivencia de una comunidad. Y para desarrollar nuestro estudio en este manual es preciso desdoblar claramente lo que es el ámbito material acerca del objeto sobre el que estamos tratando, de los aspectos procesales referidos al ejercicio propio de la acción judicial, ya que para llegar a éste tendremos que tener claros los conceptos y cuándo podemos hablar de una acción del comunero incluida en el art. 7.2 LPH, o cuándo debemos tener claro que se trata de una conducta del comunero que aunque no guste a algunas personas en la comunidad no tiene una cobertura judicial. También, dentro de este ámbito material, tendremos que fijar con claridad cómo debe actuar el administrador de fincas.

En consecuencia, ¿sobre qué ámbito objetivo nos movemos y sobre qué se puede actuar?

En cuanto al ámbito objetivo sobre el que recae hay que recordar que el art. 7.2 LPH desarrolla el alcance de las limitaciones del propietario y el ocupante de piso o local sobre:


	
a) No les está permitido desarrollar en el piso o local o en el resto del inmueble actividades prohibidas en los estatutos. 

	
b) No les está permitido realizar las que resulten dañosas para la finca. 

	
c) No les está permitido realizar las que contravengan las disposiciones generales sobre actividades molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o ilícitas. 



En definitiva, lo que se trata de tutelar es el mantenimiento de las relaciones de vecindad, destacando MOLINS, Emilio (1) , que el fundamento de las limitaciones del derecho de vecindad clásico descansaba en la prohibición del immittere in alienum y en el principio de que todo límite es excepcional. Y este autor precisa con detalle que en nuestro ordenamiento el derecho vecinal está sólidamente apoyado en las normas constitucionales: respeto a la dignidad de la persona (art. 10.1.º CE), la función social de la propiedad (art. 33.2.º), la intimidad de la persona y de la familia (art. 18.1.º), derecho a la protección de la salud (art. 43), derecho al medio ambiente adecuado y a proteger y mejorar la calidad de vida (art. 45).

Con ello, vemos que operamos en distintas direcciones para reconducir la esfera del marco sobre el que hay que enmarcar la protección en lo siguiente:

a.1.  Actividades prohibidas

La comunidad queda facultada para fijar en estatutos las actividades que quedan prohibidas y no pueden ser desarrolladas en la comunidad. Ahora bien, este ámbito de las actividades prohibidas tiene sus matices que es preciso comentar, ya que no todo lo que esté prohibido en los estatutos puede decirse que lleve aparejado consigo una especie de dogma de ley, ya que en unos casos habrá que interpretar la prohibición con arreglo a los usos sociales y la realidad del momento en el que la prohibición debe ser aplicada, y en otros la circunstancia de que la LPH permita a las comunidades fijar en sus estatutos el elenco de prohibiciones que puede incluir en relación con las actividades a realizar en los inmuebles no quiere decir que se dote con ello una especie de patente de corso a éstas para incluir en los estatutos lo que tengan por conveniente. Piénsese que de ser ello así, una simple mayoría al comienzo de la vida de una comunidad podría fijar unos estatutos leoninos que impidieran en el futuro a muchos comuneros llevar a cabo en sus inmuebles cambios o ejercer actividades normales que en otras no plantea ningún problema llevar a cabo. Señala, así, LOSCERTALES FUERTES (2)  que la prohibición, como limitadora del derecho de propiedad, debe tener una interpretación restringida: incluso en la Exposición de Motivos de la Ley de 1960 se hace constar que «los derechos de disfrute tienden a atribuir al titular las máximas posibilidades».

Así las cosas, en este primer punto hay que llevar a cabo diversas consideraciones.

a)  Las prohibiciones estatutarias deben interpretarse restrictivamente

Y es que, en principio, las actividades prohibidas en estatutos deben interpretarse restrictivamente. Así, si en unos estatutos se recoge que los inmuebles se destinarán a viviendas, ello no quiere decir que en uno de ellos no pudiera instalar un propietario una oficina para una actividad profesional. Así, para que el ejercicio en un inmueble de una actividad profesional liberal (léase un despacho de abogados, arquitectos, etc.) estuviera prohibido debió especificarse este extremo con detalle en los estatutos, ya que la doctrina jurisprudencial (Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de marzo de 1990, en un caso de uso de vivienda para oficinas precisamente) aboga por una interpretación restrictiva de las prohibiciones, como también apunta la Sentencia de la AP de Barcelona de 11 de mayo de 1998.

De forma excepcional encontramos la sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia, Sección 5.ª, sentencia de 22 de junio de 2001, rec. 122/2001, en la que en un caso en el que se prohibía dedicar los pisos a actividad comercial negó la posibilidad de que un comunero pudiera dedicarlo a despacho de abogado.

Este caso suele darse con mucha habitualidad en las comunidades de propietarios, al referirse a los supuestos en los que un comunero convierte su vivienda en un local de negocio, instalando en la misma una asesoría jurídica, financiera, fiscal, de seguros, inmobiliaria, etc. Además, en estos supuestos es lógico que para atraer a la clientela procedan a instalar un cartel anunciador de la actividad. Sin embargo, en esta sentencia, y pese a admitir que las prohibiciones estatutarias deben interpretarse restrictivamente, señala que «el art. 5 de los estatutos de la Comunidad demandante no se limita a prohibir que los apartamentos sean utilizados como clínicas o con fines industriales o comerciales, sino que va más allá al establecer que los apartamentos "solo podrán ser utilizados como viviendas", de cuyo tenor literal se infiere con claridad, sin que, por tanto, ello suponga presumir una limitación de las facultades dominicales ni una interpretación extensiva de las existentes, que el destino de los apartamentos es exclusivamente ése, es decir, el de ser dedicados a viviendas, y no para ejercer en ellos actividades profesionales».

Aun así, la regla general es de admitir este tipo de destino de los pisos a despachos profesionales, siempre y cuando, claro está, que el ejercicio de esta actividad no se convierta en una actividad molesta. Y en estos casos se suele plantear que la actividad es molesta como alternativa, siendo cierto que es aconsejable que así se haga, porque la doctrina jurisprudencial suele ser muy restrictiva con la admisión de este tipo de prohibiciones que suelen ser unas auténticas cortapisas para muchos profesionales que han adquirido un piso, o lo tenían adquirido hace tiempo, y que por las necesidades profesionales lo abren para despacho profesional. Debe apuntarse que en las actuales condiciones o circunstancias de crisis económica solo faltaba que las comunidades de propietarios se negaran a que los profesionales pudieran abrir despachos profesionales limitando el desarrollo de una profesión y pretendiendo obligarles a que se compren un local para ello, cuando ya disponen de un piso.

Sobre esta cuestión destaca con sumo acierto LOSCERTALES FUERTES (3)  que no puede pretenderse que el hecho de que conste en el título que la finca cuenta con tantas viviendas suponga que las mismas no pueden destinarse a oficinas, despachos profesionales, o cualquier supuesto similar, ya sea en pisos o locales. Otra cosa es que se haga mención a una clara y específica prohibición, y desde nuestro punto de vista debe seguir aplicándose la tesis de la interpretación restrictiva, o la aplicación del abuso del derecho.

PUJOL CAPILLA (4)  elabora un estudio sobre la instalación de rótulos en las partes bajas de los edificios y el destino de pisos a despachos profesionales, señalando que la posibilidad de instalación de oficinas en determinados pisos de edificios residenciales ha permitido a los Ayuntamientos racionalizar los usos de los pisos según las alturas. Así, de modo general, en los edificios residenciales solo se suele permitir la instalación de las oficinas en las plantas baja, inferior a la baja y primera. El que las oficinas se sitúen en las plantas más próximas a la calle parece lo más razonable pues se evitan los problemas y molestias adicionales del trasiego en los pisos altos, con el consiguiente uso excesivo del ascensor cuando éste es único. No podemos obviar las nuevas situaciones conflictivas que dicha Ley ha generado: entre la junta de propietarios, los propietarios y empresas de los pisos o locales que se han destinado a oficinas al amparo de dicha Ley. Así, podemos decir que hay comunidades en las que una mayoría de sus propietarios han recibido con desagrado la instalación en sus edificios de empresas o profesionales y, ya que no pueden impedir que se instalen en sus edificios, tratan de poner las mayores trabas posibles para dificultar su normal instalación. Y una de esas trabas se traduce en prohibir la instalación de los rótulos de esas oficinas en la fachada del edificio.

Desde nuestro punto de vista constituye un abuso de derecho la mera prohibición de rótulos de los profesionales que ejercen su actividad profesional en los pisos si no hay una prohibición específica en los estatutos de prohibir que en los pisos se puedan instalar despachos profesionales, que no es lo mismo que destinarlos a actividades comerciales. Sabemos que el destino del despacho profesional debe verificarse de forma que no cause molestias, ya que una cosa es que no esté prohibido y otra que si causa problemas y molestias pueda acordarse la cesación de la actividad. Pero de admitirse la misma no puede impedirse al comunero que se anuncie con un rótulo en la planta baja del edificio en el lugar habilitado al efecto, ya que es obvio que el desarrollo de una actividad profesional también requiere la oportuna publicidad. También habrá que tener en cuenta la ordenanza municipal que exista, si la hay, que regule la instalación de rótulos, pero entendemos que la comunidad no puede impedirlos, ya que su no instalación ocasiona graves problemas al desarrollo de una profesión y en los tiempos en que vivimos, con las dificultades de trabajo que existen, no pueden ponerse cortapisas a los profesionales a ejercer su actividad, siempre que lo hagan en condiciones que respeten la normal convivencia con los vecinos del edificio.

También la sentencia del Tribunal Supremo de 20 de septiembre de 2007 señala que «la concepción del derecho de propiedad en nuestro ordenamiento jurídico, no sujeta a otras limitaciones que las expresamente previstas en las leyes y las que convencionalmente se establezcan, así como la inexistencia en el título constitutivo de una prohibición expresa del cambio de uso o destino de los locales comerciales del edificio [...] implica que las restricciones a las facultades dominicales han de interpretarse limitadamente, de tal forma que su titular puede acondicionar su propiedad al uso que tenga por conveniente, siempre y cuando no quebrante alguna prohibición legal, y ello aunque suponga un cambio de destino respecto del previsto en el título constitutivo» (asimismo, SSTS de 17 de noviembre de 1993, 21 de diciembre de 1993 y 23 de febrero de 2006).

Por ello, un supuesto muy claro que da lugar a muchos problemas en las comunidades es si en los inmuebles se pueden abrir negocios de actividades profesionales, señalando el Tribunal Supremo en la sentencia de fecha 20 de octubre de 2008 que «la mera descripción de un inmueble no supone limitación del uso o de las facultades dominicales, pues para ello deviene necesaria una cláusula o regla precisa y concreta, con obligación para los comuneros de su cumplimiento [...] y a ninguno de ellos se le puede privar de la utilización de su derecho de propiedad como considere oportuno, siempre que el destino elegido no esté prohibido singularmente en aquellos documentos» (STS de 23 febrero 2006, que sigue la doctrina sentada en las de 21 de diciembre de 1993, 5 de marzo de 1998 y que resulta confirmada por las de 19 de mayo de 2006 y 20 de septiembre de 2007). Más concretamente y en relación con l caso concreto planteado en este litigio, esto es, el ejercicio en un piso-vivienda de una actividad médica, la sentencia de 17 noviembre 1993 ya había dicho que «lo que afirma la sentencia recurrida es que "dentro" de la vivienda puede hacerse la instalación, coexistiendo los dos destinos, interpretación acertada pues, en la división horizontal, que es, repetimos, donde únicamente consta el destino de los pisos, no se dice "exclusivamente", u otra expresión análoga, se dedicarán a viviendas, sino solo se describen lo que se denominan "pisos-viviendas". Deducir de ello la exclusividad implicaría una limitación de facultades dominicales, que ni puede presumirse ni interpretar las que existan de modo extensivo». Esta doctrina debe aplicarse al presente recurso de casación porque: a) el destino de las unidades era el de «piso-vivienda», y b) no existía ninguna limitación de uso ni una declaración de exclusividad de este destino en los estatutos. En conclusión, el propietario recurrente pudo usar el piso adquirido como consultorio médico, porque ello pertenece al ámbito exclusivo de sus facultades dominicales.

Quiere esto decir que el Alto Tribunal está avalando la posibilidad de que en un inmueble se pueda ejercer la actividad del consultorio médico, por ejemplo, a salvo de que los estatutos especifiquen claramente que está prohibida la actividad profesional en los inmuebles destinados a vivienda, lo que al estar los estatutos inscritos en el Registro de la Propiedad sería conocido por todos y se trataría de una prohibición concreta y clara. Otra cosa es que de esta actividad se deriven serias molestias para los comuneros, con lo que en estos casos se trataría ya de ejercitar la acción por la vía de la prueba de la actividad molesta, no por prohibida.

Así, el Alto Tribunal apunta que (Sentencia de fecha 14 de octubre de 2004): «si hay prohibición en el título, el propietario no tiene facultad para utilizar de esta manera su finca o arrendarla o ceder a terceros a los mismos fines, pues esta actuación sería contraria a la Ley y llevaría consigo la sanción correspondiente, como establece el Tribunal Supremo en Sentencia de 20 de febrero de 1997». Con ello, los comuneros no podrían quejarse de que, por ejemplo, no se les permite arrendar un inmueble para instalar una consulta médica si específicamente consta esta prohibición de destino de los pisos por vía estatutaria.

Pero veamos de forma más generalizada la casuística que a tal efecto se fija en la doctrina jurisprudencial sobre este punto.

1. Audiencia Provincial de Les Illes Balears, Sección 5.ª, Sentencia de 10 de diciembre de 2009, rec. 498/2009. Arrendamiento de una vivienda de forma repetida, que ocasiona además supuestas molestias a la comunidad. Prohibición de los estatutos de desarrollar una actividad comercial en las viviendas. Acción de la comunidad solicitando la declaración de la ilicitud de los arrendamientos.

En este caso un comunero alquilaba de forma repetitiva su inmueble en períodos cortos de tiempo y la comunidad le demandó por entender que infringía los estatutos, dado que en éstos se hacía constar que estaba prohibido el ejercicio de actividad comercial en los inmuebles, entendiendo que este alquiler repetitivo era actividad comercial no disponiendo de licencia turística para llevarlo a cabo.

Como era lógico, la sentencia de instancia desestimó la demanda por considerar que los arrendamientos que el demandado lleva a cabo de la citada vivienda no son una actividad comercial, sino una manifestación del poder de disposición que el demandado tiene sobre el inmueble al ser su propietario, conforme a los preceptos de la legislación de arrendamientos vigente y de ninguna manera sometida a las prescripciones del Código de Comercio, refiriendo doctrina jurisprudencial sobre interpretaciones restrictivas sobre las limitaciones estatutarias. Pues bien, la AP de Baleares señaló que los mismos estatutos no contienen prohibición alguna sobre el arrendamiento de inmuebles, y especialmente en cuanto a arrendamientos de temporada, lo que deriva la controversia hacia la determinación de si tal modo de arrendamiento es un simple ejercicio de las facultades que a todo propietario corresponde sobre el bien del que es titular, conforme a los arts. 348 y cc. del Código Civil, o, al mismo tiempo, supone el ejercicio de una actividad comercial. Se llega a la conclusión de que hay que apelar a la doctrina jurisprudencial sobre interpretación restrictiva de las limitaciones estatutarias, entre las cuales podemos reseñar la STS de 27 de noviembre de 2008, relativa a un supuesto de explotación turística de 18 apartamentos de una comunidad de propietarios contigua a un hotel, en la que se señala que «en un sistema en el que la propiedad privada está reconocida constitucionalmente (art. 33 CE) y en el que los derechos de disfrute tienden a atribuir al titular las máximas posibilidades de utilización sobre su inmueble, las restricciones a las facultades dominicales han de interpretarse limitadamente, de tal forma que su titular puede acondicionar su propiedad al uso que tenga por conveniente, siempre y cuando no quebrante alguna prohibición legal, y ello aunque suponga un cambio de destino respecto del previsto en el título constitutivo (SSTS 20 de septiembre y 10 de octubre de 2007). En el mismo sentido las STS de 21 de abril de 1997 y 23 de febrero de 2006. Esta actividad no puede ser considerada como una actividad comercial en el sentido expresado por el artículo de los estatutos, recordando que este concepto no puede ser interpretado de modo extensivo, sino que lo debe ser restrictivo, como se indica en la doctrina jurisprudencial antes reseñada».

2. Tribunal Supremo, Sala Primera, de lo Civil, Sentencia de 23 de febrero de 2006. Derecho de los comuneros a cambiar el uso o destino de los locales de su propiedad. Cambio de uso o destino de los locales comerciales. Establecimiento de un gimnasio en un local destinado de forma general a oficinas.

Se traba de un caso en el que los estatutos fijaban que los locales dedicados a oficinas no podían darle un uso distinto, como el de un gimnasio al que dedicó uno de los propietarios. En el título constitutivo y los estatutos se hace constar de ordinario el uso y destino del edificio, pero esta mera descripción no supone limitación del uso o de las facultades dominicales, pues para ello deviene necesaria una cláusula o regla precisa y concreta, con obligación para los comuneros de su cumplimiento, tanto para los fundadores de la comunidad como para los titulares posteriores, y a ninguno de ellos se le puede privar de la utilización de su derecho de propiedad como considere oportuno, siempre que el destino elegido no esté prohibido singularmente en aquellos documentos. La interpretación de esta materia, en atención a aquello que puede ocasionar perturbación o menoscabo al derecho de propiedad, tiene carácter restrictivo, y la doctrina jurisprudencial lo ha significado de este modo respecto a la facultad de decisión de cada titular; así, la STS de 6 de febrero de 1989 permitió el cambio de cine a discoteca; la STS de 24 de julio de 1992 ha acogido la modificación del destino de una vivienda a consulta radiológica; la STS de 21 de abril de 1997 admitió la instalación en un piso para vivienda de una oficina; la de 29 de febrero de 2000, en similar circunstancia, ha consentido el ejercicio de la profesión de médico; y la STS de 30 de mayo de 2001 lo declaró también para la práctica profesional de quiromasaje.

En estos casos, lo que se exige, sin embargo, es que los pisos o locales reúnan las correspondientes condiciones técnicas y de la obtención de la licencia administrativa, que constituye una cuestión ajena a la comunidad y no le vincula, ya que el permiso de los organismos oficiales no incide, a favor o en contra, de los acuerdos autónomos e independientes de índole civil, adoptados por la Junta de Propietarios. En definitiva, el título debe determinar las limitaciones con detalle y precisión, y no servirá un acuerdo posterior de la Junta, salvo si se adopta por unanimidad y se inscriba después en el Registro de la Propiedad, lo que casi nunca ocurrirá, pues es lógico que, en la reunión comunitaria, se manifieste la oposición de quien se considere perjudicado.

3. Audiencia Provincial de Madrid, Sección 20.ª, Sentencia de 31 de marzo de 2004, rec. 930/2002. Prohibición de determinadas actividades en las viviendas o locales comerciales debe ser interpretada con carácter restrictivo. No cabe identificar una consulta odontológica con una médica, existiendo consultorías en el edificio toleradas por la comunidad.

En este caso, en una comunidad se recogía en los estatutos la prohibición de determinadas actividades en las viviendas o locales comerciales, ya que solo se permitía destinarlas a consultorios, pero la Audiencia señala que tales prohibiciones, en cuanto afectan al derecho del propietario de los locales comerciales a la explotación económica que constituye su destino natural, en contraposición con las viviendas, deben ser objeto de interpretación restrictiva, y el término «consultorio» debe interpretarse o bien en un sentido restrictivo, como «consultorio médico» en el que haya enfermos que puedan causar perjuicios a la higiene de los vecinos, a tenor de la totalidad del artículo, o en un sentido amplio que comprenda toda clase de «consultorios». En la primera de las interpretaciones no entraría el centro odontológico, que no puede equiparse, sin más, a una clínica, pues la mayoría de sus pacientes no pueden considerarse «enfermos» y mucho menos enfermos contagiosos, y en la segunda de las interpretaciones es cierto que la Comunidad, extremo no negado en el escrito de recurso, ha permitido y permite la realización de actividades de «consultoría», no solo en los locales, sino en las propias viviendas, cuyo destino para su explotación comercial o mercantil no se halla implícito.

4. Audiencia Provincial de Madrid, Sección 21.ª, Sentencia de 1 de febrero de 2000, rec. 386/1998. Existía prohibición de destinar los pisos a actividad comercial, pero de lo que se trata es de que está permitido el destino a oficina sin gran afluencia de público permanente, pero no, como en este caso, de instalar un auténtica clínica, lo que estaba prohibido, y, además, es actividad molesta por razones obvias, ya que los pisos no están preparados para esta actividad ni lo vecinos deben soportarlo.

Hemos señalado el comienzo de este punto que suele ser motivo de conflictos el destino de los pisos a oficinas, pero, como en todos los casos, las situaciones deben analizarse de forma concreta y para cada caso, y en el supuesto que se analizaba en esta sentencia se trataba de una prohibición de destinar los pisos a actividades comerciales, pero el comunero había montado una clínica en toda regla.

Así, se señalaba en la sentencia que lo que se debía resolver era si estaba desarrollando una actividad no permitida en la norma estatutaria. Y la conclusión a la que llega la sentencia era que sí tanto si entendemos que tiene una «mini clínica», al margen de que la tenga o no declarada así, como si se tiene en cuenta el destino de la vivienda, ya que no está permitido desarrollar actividades «que causan una gran afluencia de público». Debe concluirse que lo instalado allí era una clínica o, como ya se ha indicado, una «mini clínica», que es algo más que un consultorio, porque en este último desarrolla su actividad el profesional con un ayudante, que sería una administrativa o una enfermera, consistiendo aquélla en diagnosticar y prescribir, pero lo desarrollado en el piso alquilado excede ese ámbito, al margen de que administrativamente no esté declarado, dado el mayor número de exigencias de seguridad que se necesita, porque trabaja con ella un fisioterapeuta, lo que supone hacer tratamientos para lo que se necesita un material específico, e implica una mayor afluencia de pacientes; todo ello permite calificar el lugar como algo más que una «oficina o consultorio». Pero además es que también está prohibido desarrollar una actividad, no residiendo el inquilino en la vivienda, que dé lugar a «una gran afluencia de público». Está acreditado, y así lo declaró correctamente el juzgador de instancia, que la demandada ejercita una actividad prohibida por los estatutos, por tanto esta infracción es base, al amparo de lo dispuesto en el art. 7 LPH vigente en aquel momento, para que prospere la acción ejercitada por la comunidad de propietarios de conformidad con el párrafo segundo del art. 19 de la misma Norma.

Es decir, que la sentencia se decanta por incluirlo, también, como actividad molesta, ya que es lógico entender que los vecinos no deben soportar esta afluencia de público en un piso, por lo que más que actividad prohibida se tratará de actividad molesta.

5. Tribunal Supremo, Sala Primera, de lo Civil, Sentencia de 22 de julio de 2009, rec. 1931/2004. El alquiler de los cuartos trasteros como apartamentos independientes de la vivienda de la que son anejo, no solo supone una modificación unilateral del destino establecido para los mismos en el título constitutivo, sino que infringe el art. 2 de los estatutos al ser una actividad contraria a la Ley, a las relaciones de buena vecindad y a la ordenanza municipal del Plan General de Ordenación Urbana.

La situación generalizada de crisis económica está dando lugar a situaciones tan rocambolescas que se dan casos de alquiler de cuartos trasteros para destinarlos a vivienda, lo que supone, obviamente, una actividad prohibida, ya que la mayoría de los estatutos de las comunidades contemplan la prohibición lógica de destinar un trastero a vivienda. En este caso, el Tribunal Supremo señala que «El alquiler de los cuartos trasteros como apartamentos independientes de la vivienda de la que son anejo, no solo supone una modificación unilateral del destino establecido para los mismos en el Título Constitutivo, sino que infringe el art. 2 de los estatutos al ser una actividad contraria a la Ley (art. 7.2 LPH), a las relaciones de buena vecindad y a la ordenanza municipal OAB del Plan General de Ordenación Urbana, tal y como ha confirmado el propio Ayuntamiento de Majadahonda en el informe emitido en respuesta a la consulta efectuada en el año 1989 (documento número 2 de la contestación a la demanda) y que ratificó en el año 2001, en el que manifiesta literalmente lo siguiente: (...) evitando de manera determinante que dichos trasteros se conviertan en estudios-apartamentos independientes de las viviendas ya que con ello aumentaría la densidad de viviendas, prohibida claramente por la ordenanza».

La sentencia del Juzgado, ratificada íntegramente por la de la Audiencia, ha argumentado que «en el caso examinado, debe entenderse con la parte demandada que el alquiler o cualquier tipo de cesión de uso de manera independiente a terceros de los trasteros perjudica seriamente a la finca, estando tal actividad prohibida por el art. 7.2 LPH, así como por el más elemental respeto a las relaciones de vecindad y al sentido común, pues ello implicaría duplicar el número de viviendas en una urbanización, pensada para 24, aumentando la densidad de viviendas a 48, lo que está prohibido, además de por las normas referidas, por la Ordenanza Municipal (Informe del Ayuntamiento de Majadahonda de 11 de diciembre de 2001, que obra como documento número 2 de la contestación a la demanda), según la cual no es posible autorizar por parte de este Ayuntamiento la conversión de trastero en estudio habitable para usarse independientemente de la vivienda a que pertenezcan».

6. Tribunal Supremo, Sala Primera, de lo Civil, Sentencia de 27 de noviembre de 2008, rec. 307/2004. Acción de cesación de actividad que, en atención a la descripción que se hace del inmueble en el título constitutivo, debe considerarse prohibida. Explotación de 18 viviendas para actividad hotelera en un edificio destinado mayoritariamente a uso residencial privado.

Elabora el Tribunal Supremo un detallado estudio de la comparación entre el derecho de propiedad y los límites también inherentes al mismo, para señalar que «en un sistema en el que la propiedad privada está reconocida constitucionalmente (art. 33 CE) y en el que los derechos de disfrute tienden a atribuir al titular las máximas posibilidades de utilización sobre su inmueble, las restricciones a las facultades dominicales han de interpretarse limitadamente, de tal forma que su titular puede acondicionar su propiedad al uso que tenga por conveniente, siempre y cuando no quebrante alguna prohibición legal, y ello aunque suponga un cambio de destino respecto del previsto en el título constitutivo (SSTS 20 de septiembre y 10 de octubre de 2007). Tal conclusión determina que la mera descripción del uso y destino del edificio en los estatutos o en el Título, no supone por sí misma limitación del uso o de las facultades dominicales, pues para ello es necesaria una cláusula o regla precisa y concreta, con obligación para los comuneros de su cumplimiento, pero la descripción del edificio y de sus partes contenida en los estatutos o en el título de propiedad constituye un elemento relevante en la labor interpretativa que debe llevarse a cabo para determinar el alcance de la aplicación a la realidad concreta de un determinado edificio en régimen de comunidad de los conceptos que la ley utiliza para acotar los elementos comunes llamados esenciales (SSTS de 23 de febrero 2006; 10 de octubre de 2007)».

Esta interpretación hizo la sentencia y sus conclusiones no pueden calificarse de absurdas o ilógicas por más que de modo indirecto con la ocupación hotelera por parte de los clientes se satisfaga la necesidad de pernocta de una persona física; afirmación que ya sostuvo la sentencia de esta Sala de 23 de noviembre de 1995, distinguiendo entre el destino de viviendas y el de pisos, y en la que si bien es cierto se utiliza como argumento de refuerzo el haberse incluido la previsión estatutaria de que «no podrán destinarse a cualquier uso», excluye cualquier otro destino que no sea el que deriva de la propia configuración de la vivienda, a salvo de que en cada caso concreto pueda conjugarse, sin alterar su sustancia, con otras actividades accesorias, lo que no sucede en este caso en el que no se trata de que un local o una vivienda cambien de destino, sino de la inserción de una explotación hotelera en una parte considerable de un edificio destinado mayoritariamente a un uso residencial privado, colindante además con un Hotel explotado por..., cuyos trabajadores se encargan de la limpieza diaria y a cuyos huéspedes (la estancia media no llega a la semana) se les facilita llave del portal», lo que comporta lo que la sentencia califica de «uso excesivo» de las instalaciones comunes, para el que no está preparada la finca, y que no es sino «el reflejo de una de las consecuencias ineludibles de la explotación industrial de las repetidas 18 viviendas».

Tal actuación no está amparada por la jurisprudencia que se cita como justificante de la contradicción, puesto que de ninguna de las sentencias puede extraerse una doctrina jurídica que prescinda de los hechos y que sea subsumible a cualquier caso, como el enjuiciado. La jurisprudencia de esta Sala ha declarado con absoluta reiteración la libertad de los derechos dominicales y la posibilidad que cada uno de los propietarios bajo el régimen de la Propiedad Horizontal pueda realizar cuantas actividades parezcan adecuadas sobre su inmueble, otorgándole las máximas posibilidades de utilización, por lo que ningún interés casacional justifica un pronunciamiento que siente la doctrina adecuada. Esta es y ha sido la línea constante seguida por esta Sala, como recuerda la sentencia de 23 de febrero de 2006, respecto a la facultad de decisión de cada titular: así, la STS de 6 de febrero de 1989 (debe referirse al día 7 y no al 6) permitió el cambio de cine a discoteca; la STS de 24 de julio de 1992 ha acogido la modificación del destino de una vivienda a consulta radiológica; la STS de 21 de abril de 1997 admitió la instalación en un piso para vivienda de una oficina; la de 29 de febrero de 2000, en similar circunstancia, ha consentido el ejercicio de la profesión de médico; y la STS de 30 de mayo de 2001 lo declaró también para la práctica profesional de quiromasaje. Ahora bien, una cosa es que lo excepcional sea la prohibición o límite al ejercicio de los derechos y otra que no se actúen aquellas prohibiciones de cambio por voluntad unilateral de su propietario en situaciones como la enjuiciada en las que se instala en el inmueble una industria hotelera contigua a un Hotel a la que se dedican dieciocho departamentos. No estamos, por tanto, ante un supuesto en el que puede conjugarse un uso diferente del que resulta de la propia configuración de la vivienda, «sin alterar su sustancia, con otras actividades accesorias», sino ante un cambio sustancial y prohibido en sí mismo de destino, que esta Sala ha negado en otros casos: sentencia de 9 de mayo de 2002 (almacén, a que estaba destinado, en garaje para guarda y circulación de vehículos), o la más reciente de 20 de septiembre de 2007 (locales industriales o almacenes en garaje: la modificación interesada -dice- conllevaría no solo «la realización de importantes obras que afectarían a los elementos comunes», sino que alteraría la naturaleza del local, «pues tal destino se deriva de la propia configuración de los mismos»).

b)  No siempre lo que está prohibido en estatutos es sinónimo de dogma de ley

Nótese que en algunos casos de estatutos se han fijado prohibiciones desproporcionadas, tales como que se prohíbe la tenencia de cualquier animal, o que en los bajos comerciales no se pueden abrir más locales destinados a cafeterías, etc. Piénsese que en algún momento se reúne la junta y a petición de personas a las que no les gustan los animales se adopta este acuerdo, que si es por modificación estatutaria haría falta unanimidad, pero que aparece un adquirente posterior que tiene un perro y cuando ocupa el inmueble la comunidad le requiere para que se deshaga del mismo. Esta prohibición no podría prosperar por cuanto supondría un claro abuso de derecho que el comunero no debe admitir ni soportar. En estos supuestos no es preciso que el comunero ejercite la acción judicial para conseguir la nulidad de la prohibición, sino que si la comunidad ejercita el camino del art. 7.2 LPH, a buen seguro el juez civil hará valer la exageración de la cláusula y declarará abusiva la misma.

En otros casos se han modificado estatutos a petición de propietarios de locales y se ha fijado que queda prohibido que en los locales se abran más negocios de una materia o actividad concreta. Por ejemplo, de cafetería, o cualquier otro. Ello podría deberse a que ya existen más negocios de esa clase y no quieren los actuales que exista más competencia por quienes en el futuro puedan adquirir esos locales ahora vacíos. Piénsese que en estos casos un adquirente de local podría encontrarse con que lo compra y luego se apercibe de esta prohibición. En este caso se daría la misma circunstancia de que no sería preciso que instara la declaración de nulidad de la cláusula estatutaria, sino que ante la acción judicial de la comunidad instando el cese de la actividad por estar clasificada para ellos como «prohibida» se postulara el cierre del negocio, a lo que opondría el propietario del local que tal decisión atenta contra el libre ejercicio del comercio y es abusiva.

El Tribunal Supremo trata en la sentencia de fecha 22 de julio de 2009 de esta cuestión en un caso en el que en los estatutos se señalaba expresamente que los trasteros solo podrían destinarse a ese fin, mientras que un comunero pretendía destinar el suyo a arrendarlo para vivienda y al no permitirlo la comunidad les demandó, siendo desestimada su pretensión en todas las instancias judiciales. Apelaba el comunero que se atentaba contra su derecho a la propiedad, pero el Alto Tribunal entiende que ello no es admisible, y que «El alquiler de los cuartos trasteros como apartamentos independientes de la vivienda de la que son anejo, no solo supone una modificación unilateral del destino establecido para los mismos en el Título Constitutivo, sino que infringe el art. 2 de los estatutos al ser una actividad contraria a la Ley (art. 7.2 LPH), a las relaciones de buena vecindad y a la ordenanza municipal».

c)  Si se acredita que la actividad está prohibida y no concurre el abuso de derecho antes visto en esta prohibición no es preciso que se acredite que la actividad es molesta

En efecto, en los supuestos en los que claramente conste en estatutos la prohibición, si no hay abuso de derecho en la cláusula el comunero no puede exigir que se pruebe adicionalmente que la actividad es molesta, como se recoge en la sentencia del Tribunal Supremo de 20 de febrero de 1997.
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